
DICTAMEN No. 118 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELEMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día veintisiete de enero de mil novecientos ochenta y uno, adoptó el acuerdo 
que copiado literalmente dice así:  
Número 25. El Presidente de la Sala de lo Civil, Administrativo y Laboral, por 
conducto de la Presidenta del Tribunal Provincial Popular de Cienfuegos, 
formula la siguiente consulta:  
"La Presidenta de la Sección de lo Civil del Tribunal Municipal Popular de 
Cienfuegos se dirigió al Director del Hospital de Ancianos "Hermanas Girarlt" 
para exponerle que revisados y analizados conforme a la vigente Ley de 
Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, los distintos casos en que ese 
Hospital viene dando cuenta del fallecimiento de personas albergadas en ese 
centro, se ha arribado a la conclusión que en su inmensa mayoría se da 
conocimiento indebidamente, ya que no están comprendidos en ninguno de los 
supuestos que previene la Ley para que el tribunal inicie las diligencias 
preventivas de oficio y practique las medidas cautelares que previene la Ley 
En efecto, el artículo 527 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y 
Laboral vigente expone: "las diligencias preventivas del proceso sucesorio 
podrán iniciarse siempre que ocurra el fallecimiento de una persona de quien 
se tenga conocimiento que ha dejado bienes, documentos, libros o efectos 
susceptibles de sustracción u ocultación". 
No obstante, se viene dando cuenta de fallecimiento de albergados, que ese 
propio centro expone que no ha dejado bienes, por lo que se ve claramente, sin 
mayor esfuerzo de interpretación del precepto invocado, que se está 
infringiendo la ley, ya que ésta exige como presupuesto previo que existan 
bienes. 
Además se viene informando casos en que el fallecimiento ha dejado como 
único bien una cantidad en efectivo en cuenta de albergados, infringiéndose 
también en esos casos la Ley, por cuanto el precepto referido expone 
claramente que sean bienes susceptibles de sustracción u ocultación, y es 
obvio que la naturaleza de estos bienes no son a los que se refiere la Ley.  
En resumen, los casos en que ese Hospital viene obligado a informar a este 
Tribunal, son aquellos en los que el causante haya dejado alguna vivienda u 
otros bienes que puedan ser objeto de sustracción u ocultación.  
Por consiguiente, a partir de la fecha en que reciba la presente comunicación, 
se abstendrá de dar cuenta de los casos a que nos hemos referido, 
anteriormente y que están exceptuados por la Ley, esto es, fallecidos que no 
hayan dejado bienes o hayan dejado dinero en cuenta de albergados. 
Significándole que esta disposición deja sin efecto cualquier otra anterior que 
se le haya participado. 
El Director Provincial de Justicia contestó la comunicación antes referida en los 
términos siguientes: 
Como se puede apreciar, el artículo 527 de la Ley de Procedimiento Civil, 
Administrativo y Laboral que se alega como precepto amparador de la decisión 
contenida en el documento transcrito, no precisa en modo alguno qué bienes, 
documentos, libros o efectos pueden ser susceptibles de ocultación; es decir, 
subordina su determinación a un análisis o valoración que deberá realizarse sin 



definir tampoco quién, cuándo y cómo efectuarlo; mientras que el también 
citado en dicha misiva artículo 528 de la propia Ley, condiciona la realización 
de oficio de las susodichas diligencias en primer lugar, al hecho de que el valor 
de los bienes así lo amerite, sin que precise a que valor se refiere es decir, 
material, histórico, documental, cultural, etcétera.  
Estimamos que deben ser definidas las omisiones antes señaladas, en aras de 
que los trámites y procedimientos estén en plena concordancia con las 
regulaciones legales vigentes, y en consecuencia, puedan agilizarse al 
máximo.  
Comoquiera que resulta evidente que una vivienda o cualesquiera otro bien 
inmueble no puede ser en modo alguno objeto de ocultación o sustracción, 
consideramos errónea la orientación que se consigna en el documento de 
referencia, impartida al Director del Hogar de Ancianos, y en igual sentido 
apreciamos la desestimación de que el referido centro informe al tribunal 
municipal acerca de la totalidad de los bienes, efectos, valores, etc., de un 
fallecido en esa institución, ya que entendemos que el tribunal puede disponer 
la realización de la tasación o valoración por parte de peritos o especialistas 
designados expresamente con ese fin, tal y como lo establece y regula el 
articulado de la sección quinta de la multicitada Ley de Procedimiento Civil, 
Administrativo y Laboral, lo que sin lugar a dudas permitiría arribar a una 
conclusión definitoria acerca de si los bienes en cuestión ameritan o no de las 
diligencias preventivas.  
Independientemente de lo antes expuesto, resulta necesario considerar en esta 
situación lo recogido en el artículo 958 del vigente Código Civil el cual en su 
párrafo segundo indica que: ^Siempre que se le haga saber a un tribunal que 
existe una herencia sobre la cual tenga el mismo jurisdicción, y en la que no 
hayan aparecido herederos legales, el tribunal notificará inmediatamente al 
Ministro de Justicia la existencia de esa herencia, y este último funcionario, en 
virtud de ello, representará y defenderá la mencionada herencia antes los 
tribunales, por medio de los fiscales o por un abogado especial si lo considera 
necesario, a fin de que los intereses de la República en la mencionada 
herencia sean debidamente amparados ....^ ¿Acaso no es en cumplimiento de 
tal precepto que el centro en cuestión, (Hogar de Ancianos) puso en 
conocimiento de la Sección de lo Civil del Tribunal Municipal Popular de 
Cienfuegos, de la existencia de esas herencias en las que conoció no existían 
personas que sucedieran al o la causante? ¿Por qué razón el Tribunal se 
abstiene de conocer de tales casos amparados en la no existencia de 
diligencias preventivas? 
¿Qué razones hace pensar sin lugar a dudas, que el dinero en efectivo no 
pueda ser objeto de manejos extralegales y en consecuencia indebidamente 
apropiados o utilizados, tal y como en la práctica ha sucedido, dando lugar a 
que en estos momentos la Fiscalía Provincial encausara a personal dirigente 
del ya mencionado centro? 
¿Existen cualidades, posibilidades o aptitudes entre el personal de dirección y 
administrativo de los hogares de ancianos que les permita apreciar o estimar el 
valor material intrínseco en una cosa u objeto, así como su valor documental, 
histórico, cultural, etc.? Creemos que no, mas formulamos las interrogantes en 
función de que se nos posibilite una orientación clara y precisa y así podamos 
hacer más efectiva nuestra labor". 



El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Civil y de lo 
Administrativo, acuerda evacuar la consulta en los términos del siguiente: 
DICTAMEN No. 118 
Un examen detenido de los artículos 527 y 528 de la Ley de Procedimiento 
Civil, Administrativo y laboral, lleva a la conclusión de que para la procedencia 
de oficio de las diligencias preventivas del proceso sucesorio precisa que 
conste mediante el aviso que vienen en el deber de dar las personas u 
organizaciones de masas que señala el párrafo final del segundo de los 
preceptos citados, además, desde luego, del fallecimiento de una persona que 
al tiempo de ocurrir el deceso carecía de convivientes en su domicilio con los 
que les unían lazos de parentesco o relaciones matrimoniales formalizados o 
no, y que la misma haya dejado bienes, documentos, libros, o efectos 
susceptibles de sustracción u ocultación de un valor que lo amerite y, en el 
caso de lo que se trata es de dinero en efectivo u otras pertenencias del 
albergado en un hospital de ancianos, por lo que no hay duda de que, si por la 
ascendencia lo amerita, se estará en el caso expreso del fallecimiento de una 
persona en un lugar que constituye su domicilio y en que es de presumir que 
no convivían con ella parientes ni cónyuge supérstite, comprendido en los 
mencionados artículos 527 y 528, por haber dejado el causante bienes 
susceptibles de sustracción u ocultación, y en tal virtud, comunicado por la 
dirección del hospital el fallecimiento de un albergado que hubiere dejado 
cualquier clase de bienes procede iniciar de oficio las diligencias preventivas 
del proceso sucesorio, y con mayor razón, habida cuenta el interés expectante 
de los fondos públicos que, en su caso, se deriva de los artículos 531 y 532 de 
la tantas veces mencionada Ley de Procedimiento.  


